
RECOMENDACIÓN No. 33/2007* 

 

Esta Defensoría de Habitantes, con fundamento en lo dispuesto por la Ley que la crea, 

examinó diversos elementos relacionados con la investigación iniciada de oficio, derivada 

de hechos violentos suscitados en los Centros Preventivos y de Readaptación Social de la 

entidad, que se mencionan a continuación:  

 

Ecatepec, Jilotepec, Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, Nezahualcóyotl Norte, Otumba 
Tepachico, Santiaguito, Tenancingo, Texcoco, Tlalnepantla, Valle de Bravo y Zumpango.  
 

El fenómeno de violencia al interior de los reclusorios del Estado de México, ocasionó 

lesiones graves a 45 presos y la muerte a 16 internos; radicándose la investigación en 40 

expedientes de queja que en total sumaron 4987 fojas. 

 

Para esta Comisión las actuales condiciones que prevalecen en el sistema penitenciario de 

la entidad son motivo de preocupación, por lo que ha pugnado por la dignificación de los 

espacios, la eficacia del tratamiento y una adecuada selección y preparación del personal 

que en ellos labora. 

 

Las condiciones en los Centros Carcelarios del Estado de México, propician el desarrollo de 

conductas delictivas que ponen en riesgo la seguridad de los reclusos y la estabilidad de las 

Instituciones; consecuencia de la falta de profesionalismo en el ejercicio de las funciones 

del personal de custodia, así como la inoperante clasificación de los internos de acuerdo a 

su personalidad criminológica se trunca el proceso de readaptación social. 

 

En efecto, en 11 de los 22 Centros Preventivos de la entidad, de febrero de 2006 a 

septiembre del año en curso, se desarrollaron hechos violentos cuyo saldo es alarmante, 

este Organismo conoció e investigó 61 casos. 

 

A juicio de esta Comisión los factores que confluyen en el quebranto de la dignidad 

humana de los reos son: la sobrepoblación, el hacinamiento, los tratos inhumanos que en 
ocasiones propina el personal de custodia, la corrupción, el tráfico y consumo de drogas, 
además de la existencia de armas prohibidas en el interior de los Centros. 
 

Esta Defensoría de Habitantes documentó que a pesar de que la autoridad penitenciaria 

de la entidad fue dotada con un Modelo Estratégico de Readaptación Social por el cual 

nuestro Gobierno Estatal reconociendo las adversidades de la realidad penitenciaria, 

plantea los medios para combatirlas, en la actualidad, al interior del Sistema Penitenciario 

continúan suscitándose hechos que, además de constituir delitos tales como homicidio, 

lesiones, portación, tráfico y acopio de armas prohibidas, contravienen lo dispuesto en 

normas de ámbito nacional e internacional que regulan la vida en reclusión, y que de 

forma simultánea implican violaciones al derecho humano a la seguridad pública de la 

colectividad en su conjunto y de manera particular, conculcan las prerrogativas 

fundamentales a la integridad personal, a la readaptación social, al trato digno, entre 

otros, en agravio de los reclusos. 

 

Los sucesos investigados permitieron establecer que la sobrepoblación en los centros 

penitenciarios de la entidad, es uno de los problemas que aqueja al sistema carcelario, toda 

vez que el incremento de la población reclusa ha rebasado su capacidad instalada, 

ocasionando la insuficiencia de actividades laborales, educativas, de asistencia social, 

atención médica, psiquiátrica y psicológica, además, de que los problemas de seguridad y 



vigilancia se tornan aún más difíciles; lo anterior, sin duda impide el objetivo primordial 

del tratamiento en condiciones dignas para los internos, representando entonces, una pena 

cruel, inhumana y degradante. 

 

Debido a la saturación de los reclusorios en la entidad, se genera hacinamiento, factor 

determinante para que se susciten hechos violentos y corrupción, lo que vuelve a los 

Centros sitios inseguros para los internos y para el personal que labora en ellos; es claro 

que estos aspectos desestabilizan al sistema y comprometen la obligación del Estado de 

garantizar la vida e integridad física de los presos; además, se incumple con el tratamiento 

penitenciario, cuyo fin es otorgar a las personas privadas de su libertad, asistencia para 

una efectiva reincorporación a la comunidad, la cual debe ser de forma integral. 

 

En nuestro país, la readaptación social de las personas que delinquen es un derecho 

humano establecido por el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, ésta tiene como medios para su consecución, el trabajo, la capacitación para el 

mismo y la educación, pero la cruel realidad de nuestro sistema penitenciario contrasta 

con la letra legal ya que no se observa, luego entonces, el proceso de readaptación social 

fracasa al no lograr que la conducta del interno se ajuste a la norma social prevaleciente, y 

que vuelva a observar el comportamiento que siguen los integrantes de la sociedad a la que 

pertenece.  Se ha dicho que para lograr esto, el régimen penitenciario debe reducir en lo 

posible las diferencias entre la vida en libertad y la de reclusión, que contribuye a debilitar 

el sentimiento de responsabilidad del interno y el respeto a la dignidad de las personas; 

por lo que a la par del cumplimiento de las penas debe asegurar al preso su retorno 

progresivo a la vida en la sociedad. 

 

Dicha concepción debe ahondar en la conciencia de los reclusos para que acepten que el 

encarcelamiento tiene una finalidad que va más allá del castigo, el aislamiento y la 

disuasión y que, por lo tanto, admitan voluntariamente y aprovechen el aspecto 

reformador del encierro, los servicios de trabajo y el asesoramiento para el mismo, así 

como los de educación, que le permitirán, una vez liberado, respetar la ley y proveer sus 

necesidades. 

 

La educación es la base fundamental para el desarrollo del ser humano, a los internos les 

proporciona una formación que les permita conseguir y mantener un trabajo digno; una 

estabilidad y un sistema de vida estructurado; una experiencia que les facilite su 

maduración y un sentimiento de dignidad en el mundo no delictivo, por esto en los Centros 

de Readaptación Social del Estado de México, se deben fortalecer acciones encaminadas a 

brindar a la población interna la posibilidad de mejorar su nivel académico, a fin de lograr 

que reciba un tratamiento integral de readaptación social, tomando a la cultura como 

parte esencial de éste para crear un medio de sensibilización, motivación y reflexión para 

el interno. 

 

Este Organismo durante las visitas efectuadas por su personal a los diversos centros 

preventivos, advirtió que existe un alto grado de analfabetismo en los reclusos, situación 

que resulta preocupante, pues con los informes educativos para Consejo Interno 

Interdisciplinario allegados por la autoridad penitenciaria de la entidad, se corroboró la 

poca asistencia y en algunos de los casos la inasistencia a las aulas, concretándose el 

personal técnico a indicar que el reo no participaba, lo que demuestra la falta de diligencia 

del área correspondiente para implementar acciones encaminadas a generar en la 

población penitenciaria un interés por la educación. 

 



Asimismo, se constató que la mayoría de las instituciones carcelarias, no cuentan con 

actividades productivas, ni de capacitación laboral para los reos, ya que si bien es cierto 

algunos de ellos se dedican a efectuar artesanías o manualidades, también lo es que éstas 

no pueden ser consideradas como una fuente de trabajo, ni como un oficio que les facilite la 

obtención de un empleo al alcanzar su libertad; lo que también se contrapone a los fines de 

la readaptación social. 

 

Lo descrito fomenta el ocio de los reos durante su estancia, lo que les permite la planeación 

y comisión de conductas delictivas, además de que no obtienen ingresos económicos que les 

permitan contribuir a su sostenimiento en reclusión y menos al de su familia, sin dejar de 

considerar lo relativo a la reparación del daño causado a la víctima. 

 

Resulta necesario que el Departamento de Industria Penitenciaria de la Dirección General 

de Prevención y Readaptación Social del Estado de México, realice las gestiones 

pertinentes a fin de lograr la inclusión de los internos al mercado laboral que pueda 

considerarse como una fuente de trabajo remunerado, tal y como lo establece el artículo 501  

de la Ley de Ejecución de Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad del Estado de 

México. 

 

Esta Comisión cree firmemente que la educación, el trabajo y la capacitación para el 

mismo son medios fundamentales para la verdadera reinserción social de los penados y 

considera que si la autoridad penitenciaria hiciera uso adecuadamente de los pocos 

recursos materiales con que cuenta y especialmente existiera un esfuerzo por parte del 

personal técnico para desempeñar el rol que el Estado les ha asignado, se cumpliría 

adecuadamente el fin primordial del sistema.  Al respecto cabe señalar lo prescrito en el 

Modelo Estratégico de Readaptación Social: 

 
... la reconceptualización del trabajo y la educación como medios para la readaptación... han 
de ser dotados de contenidos significativos, a partir de las necesidades de los internos, de las 
posibilidades y modalidades laborales que tiene la sociedad, porque la base y fundamento 
para este nuevo enfoque de la readaptación social son: la asimilación de normas, la práctica 
de los valores universalmente aceptados, la adquisición de hábitos positivos, los conocimientos 
indispensables y suficientes para su positiva conducción socio familiar y el desarrollo de su 
capacidad para no dejarse influir del medio ambiente criminógeno, así como la mejora de sus 
habilidades laborales... 

 

Otra parte fundamental del tratamiento de readaptación social es la intervención 

psicológica y psiquiátrica a través de técnicas y programas estructurados, con el fin de 

inculcar al recluso todas aquellas habilidades que faciliten su interacción con otras 

personas, en la familia, en el trabajo o en cualquier otro contexto social, es decir, aumentar 

su capacidad de vivir en sociedad sin delinquir. 

 

Para la elaboración de estos programas se debe considerar la situación jurídica del interno 

toda vez que a la población de procesados se les puede incorporar a los lineamientos de 

orientación, información y apoyo psicológico; mientras que a la población sentenciada, 

además de los anteriores, se le puede involucrar en planes específicos de tratamiento en 

internamiento, externamiento, preliberacional y pospenitenciario, concretamente 

encaminado a promover su readaptación social, fundándose en los resultados de los 

estudios técnicos que se les practiquen, los cuales deberán ser actualizados 

constantemente. 

 



Otro de los factores que influye en la ejecución de actos violentos al interior de los penales 

del Estado de México, es la falta de una efectiva clasificación criminológica de los reos, que 

representa la forma institucionalizada de separación física de los internos, a fin de regular 

su interacción, evitando así cualquier tipo de contaminación criminal. 

 

Al respecto, este Organismo observó que en un alto número de Centros de Internamiento  -

Nezahualcóyotl Bordo Xochiaca, Tlalnepantla y Ecatepec, por citar los más significantes- 

existen grupos de poder formados por presos que se dedican a brindar protección tendente 

a garantizar la integridad física de otros reclusos, incluso de los familiares que les visitan, 

y en algunos casos, exigen a sus compañeros su cambio de celda, cuando en teoría dichas 

funciones competen de manera exclusiva a las autoridades carcelarias, situación que trae 

consigo que un sinnúmero de reclusos corran el riesgo de ser agredidos físicamente si no 

acceden a pagar el dinero que se les exige o bien por no realizar las actividades, en 

ocasiones ilícitas, que se les imponen.   

 

Además, se conoció que los reclusos sentenciados y procesados, ya sea por delitos del fuero 

común o federal, incluidos los que están determinados con personalidad de riesgo social e 

institucional alto, mediano y bajo, es habitual que se trasladen de una sección a otra y 

compartan áreas de uso común sin restricción alguna, a grado tal que se desplazan 

libremente para lesionar a otros internos, como en más de uno de los casos documentados 

en la Recomendación se evidencia. 

 

Por ello, es importante que la autoridad penitenciaria tenga la capacidad de identificar 

claramente las características de los internos a fin de separarlos de manera homogénea y 

evitar la contaminación criminógena, por lo que a cada conjunto de reos en particular se le 

debe otorgar un tratamiento específico tendente a su reinserción social. 

 

El número de lesiones y de muertes registradas en las cárceles mexiquenses revelan la 

fragilidad de la protección de quienes se encuentran privados de la libertad, mostrándose 

la autoridad penitenciaria incapaz de garantizar la vida de las personas que se encuentran 

bajo su custodia.  En el Documento se da cuenta de hechos de sangre acaecidos al interior 

de Instituciones cuya finalidad es albergar al individuo que infringió la ley penal buscando 

modificar su conducta antisocial y valores negativos a través de un tratamiento 

readaptatorio especializado tendente a su reintegración a la sociedad, sin el menoscabo de 

sus derechos fundamentales tales como su protección y seguridad. 

 

Así, se documentó que en 11 de los 22 Centros Preventivos en el lapso de 20 meses imperó 

la inseguridad, la ingobernabilidad y la ilegalidad, lo que tuvo como resultado 45 internos 

lesionados y 16 reos más que perdieron la vida, sin que la autoridad penitenciaria 

combatiera el fenómeno; hoy, la violencia2  aqueja a todos los sectores de la sociedad, la 

prisión no escapa de ello. 

 

Es menester señalar, que los 61 reos involucrados en los acontecimientos que nos ocupan 

fueron agredidos con instrumentos punzocortantes, que son fabricados con la finalidad, 

entre otras, de obtener el dominio de los dormitorios, destacando que algunos de estos 

hechos fueron presenciados por elementos de seguridad y custodia, quienes al respecto se 

limitaron a señalar que no pudieron intervenir ya que el problema no era con ellos y se 

concretaron a solicitar el apoyo de sus compañeros. 

 

A guisa de ejemplo, en uno de los mencionados acontecimientos un interno perdió la vida 

al terminar de cumplir una sanción de 30 días por riña con otros reos; lo que denota la 



falta de diligencia por parte del personal penitenciario para evitar hechos tan lamentables 

como el señalado. 

 

Otro factor que influye en la realización de conductas violentas al interior de los Centros 

Carcelarios de la entidad, es el tráfico y consumo de drogas; de acuerdo a los estudios 

clínicos toxicológicos recabados por personal de esta Defensoría de Habitantes, varios de 

los internos que participaron en los hechos violentos, se encontraban bajo los influjos de 

alguna droga, sin ignorar las actas de Consejo Interno Interdisciplinario en las que se 

determinó la imposición de sanciones por posesión y consumo de narcóticos. 

 

Tomando en consideración los atestes vertidos por elementos de seguridad y custodia, se 

acreditó que en las revisiones efectuadas a los dormitorios, se encuentran y aseguran 

regularmente armas prohibidas y droga, pero dicha acción es insuficiente, pues el 

problema de drogadicción y sus consecuencias persiste en los reclusorios, lo que denota la 

apatía, ineficacia e incluso corrupción en la que se puede presumir fundadamente participa 

el personal penitenciario, ya que las formas de control para evitar la introducción de 

sustancias prohibidas a las instituciones penitenciarias es una tarea que debe desempeñar 

el custodio con profesionalismo enfocado a erradicar dicha problemática. 

 

En este sentido, elementos de seguridad y custodia pretendiendo justificarse arguyeron 

que los agnados de los reos son quienes ingresan a los Centros de Reclusión las sustancias 

psicoactivas, lo que sin duda es posible; sin embargo, resulta incomprensible toda vez que 

la legislación de la materia establece que deben practicarse revisiones a las personas que 

ingresan, sin menoscabo de su dignidad, así como al recluso en determinados momentos. 

 

Lo expuesto trae la ejecución de actos de sangre a consecuencia de deudas derivadas del 

tráfico y consumo de droga; asimismo, cabe mencionar que en los Centros Carcelarios son 

los propios grupos de poder quienes se encargan de fomentar esta actividad ilícita, 

utilizando a otros reos que con la finalidad de obtener una remuneración o incluso 

satisfacer su adicción, se inmiscuyen ayudando a la distribución de dichas sustancias al 

interior de los penales, lo que pone en riesgo la seguridad de las Instituciones y de todas 

las personas que por cualquier motivo, se encuentren en ellas. 

 

De igual manera se ha observado que el personal de custodia realiza actividades 

rutinarias, como cumplir órdenes, abrir y cerrar los candados de las celdas, informar las 

novedades, pasar lista a los internos; por lo que si bien es cierto que esta es parte de su 

función, también lo es que éstas no deben ser limitadas simplemente a imponer su 

autoridad, ni mucho menos, haciéndose obedecer por el empleo de medios violentos, tratos 

crueles y degradantes, puesto que suelen provocar frustración y desaliento en la población 

penitenciaria, ocasionando con ello el enardecimiento de los presidiarios, es claro que de 

esa forma en nada colaboran con el tratamiento Institucional. 

 

Ahí radica la importancia de las funciones que tiene encomendadas el personal de 

seguridad y custodia, por lo que es necesario que cuenten con valores éticos que les 

permitan efectuar con eficacia su labor, combatiendo los principales problemas que afectan 

al sistema, entre los cuales se encuentra la corrupción que avanza sobre toda la población, 

desvalorizando al personal penitenciario. 

 

La forma en que los elementos de seguridad tratan a los reclusos es fundamental para el 

cumplimiento de los derechos humanos, ya que si no existe una conducta adecuada de su 

parte, fracasarán las demás medidas de la readaptación; empero, la formación del personal 



suele ser inexistente, mínima o incorrecta; cambiar su conducta y actitudes es 

fundamental para el éxito del fin que busca la privación de la libertad.  Se suele considerar 

que su preparación moral y educativa es la solución, pero al carecer de un compromiso 

visible de los lineamientos de conducta y sin el establecimiento de un marco ético, claro 

para el servicio penitenciario, dicha formación puede resultar ineficaz.  En las visitas 

practicadas por personal de este Organismo, se ha observado la deficiente labor que 

desempeñan los elementos de custodia, algunos con apatía, cansancio, decepción y falta de 

superación, a consecuencia de los bajos sueldos que perciben, la escasa preparación, la 

rutina diaria y automatización de sus funciones, además de las presiones psicológicas 

permanentes que sufren generadas por la misma población penitenciaria. 

 

Puede afirmarse que en la actualidad el personal carcelario debe estar formado por gente 

con el conocimiento necesario para el desarrollo de sus actividades3, las cuales a su vez 

deben contar con un hondo contenido social que coadyuven a cumplimentar el objetivo 

esencial del sistema penitenciario de la entidad, por lo que no puede seguirse 

improvisando. 

 

Esta Defensoría de Habitantes considera que brindarle una formación profesional al 

personal de vigilancia además de ser una oportunidad para su desarrollo, es una forma 

significativa de cambiar la actitud hacia su trabajo, lo que también redundará en mejorar 

la administración de las prisiones y asegurar un mayor respeto de los derechos humanos, 

toda vez que se reconoce que las cualidades del personal son la clave para determinar la 

manera en que se debe tratar a los reclusos. 

 

Al respecto, este Organismo conoció por dicho de algunos elementos de custodia, que el 

curso de capacitación más reciente al que acudieron data de más de un año; no obstante, 

otros refirieron que no habían recibido ninguna capacitación desde su ingreso, lo que 

permite establecer la falta de instrucción o bien que ésta se asigna a cierto número de 

elementos. 

 

El Estado es el ente obligado para prepararlos en forma interdisciplinaria a través de 

capacitación y adiestramiento que les permita tomar decisiones y realizar las acciones 

pertinentes en casos como los que nos ocupan, desde el punto de vista técnico y 

humanístico.  

 

La falta de orientación del personal en estudio y el desconocimiento de técnicas de control 

respecto de las complejas exigencias conductuales que plantea una población penitenciaria, 

pone en eminente riesgo la seguridad de la Institución, tal y como se advierte en los hechos 

acaecidos, donde además de que fallecieron 16 de los encarcelados y 45 más resultaron 

lesionados, también se puso en riesgo la integridad de los servidores públicos que 

desempeñan sus actividades en los Centros de Reclusión. 

 

Por otra parte, se constató la falta de personal de seguridad, toda vez que se asigna de uno 

a dos custodios por dormitorio, los cuales se encuentran a cargo de aproximadamente 250 

reclusos en el mejor de los casos, lo que es incompatible en comparación con la población 

carcelaria, atentando contra la seguridad de los propios reos, custodios e incluso de la 

Institución. 

 

Asimismo, se detectó que los directores de los centros no realizan una debida supervisión 

de las actividades que desempeña el personal de custodia, lo cual implica el 

desconocimiento de situaciones que pudieran estar poniendo en riesgo la gobernabilidad 



del Penal, entendiendo ésta como la capacidad de la autoridad penitenciaria para 

salvaguardar la integridad de los reos, visitantes y de quienes laboran en los Centros4. 

 

Los mismos custodios entrevistados, manifestaron sentirse inseguros en el desempeño de 

su trabajo por la falta de personal, por carecer del equipo adecuado en caso de suscitarse 

una riña grave que involucre a un número considerable de internos5 y por la falta de apoyo 

por parte del personal directivo. 

 

Cobra relevancia el hecho de que algunos elementos de seguridad y custodia que fueron 

entrevistados por este Organismo, refirieron que para preservar la tranquilidad del Centro 

efectuaban cada 10 ó 15 minutos rondines a los módulos, éstos de manera espontánea o 

cuando lo señalaba el jefe de vigilancia; sin embargo, de las visitas efectuadas por esta 

Comisión y del diálogo con varios internos, se desprendió que los custodios por lo regular 

no se encuentran en los dormitorios, pues permanecen en sus esclusas o en la entrada del 

mismo, lo que denota que no existe supervisión por parte de los directivos de los Centros 

Carcelarios para verificar que se realicen recorridos en los módulos para inhibir cualquier 

conducta ilegal. 

 

Por último, debe decirse que se documentó que no se proporciona mantenimiento a las 

instalaciones de los Centros ya que éstas generalmente se encuentran en pésimas 

condiciones, lo que además de transgredir el derecho de los reclusos a una estancia digna y 

segura en prisión, permite que se suministren piezas metálicas con las que fabrican armas 

punzocortantes, y como se dijo, su existencia al interior de los Centros coloca en situación 

de riesgo la vida e integridad física de la población penitenciaria y de los servidores 

públicos que en ellos labora. 

 

Las deficiencias descritas no contribuyen a que los Centros de Reclusión logren el 

propósito de la readaptación social para el que fueron creados, lo que sin lugar a dudas se 

traducen en violación a los derechos humanos, y por ende, contraviene, entre otros 

ordenamientos, los artículos 10.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 

5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos6, los cuales establecen que todas 

las personas privadas de su libertad deben ser tratadas humanamente y con respeto a su 

dignidad. 

 

Por lo anterior, el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México, formuló al 

Director General de Prevención y Readaptación Social del Estado de México, las 

siguientes: 

 

RECOMENDACIONES 

 

PRIMERA. Se sirva ordenar al Subdirector de Readaptación Social para que de manera 

colegiada con los titulares de los departamentos que conforman las áreas técnicas, en breve 

término efectúen un diagnóstico de las condiciones en que operan, que sirva a usted señor 

Director General, como sustento para la elaboración de las políticas que impulsen el 

proceso de readaptación social, mismas que deberán ser propuestas de forma perentoria al 

Comisionado de la Agencia de Seguridad Estatal para su consideración. 

 

SEGUNDA. Se sirva instruir a quien corresponda para que a la brevedad presenten a su 

consideración, acciones cuya implementación inmediata incrementen los niveles de 

seguridad en los Centros de Reclusión de la entidad.  En el entendido de que en corto 

plazo, deberán ser propuestas al Comisionado de la Agencia de Seguridad Estatal las 



políticas que fortalezcan la custodia interna y seguridad externa de los Centros 

Preventivos, que garanticen la seguridad institucional e integridad de los reclusos durante 

su permanencia en el sistema. 

 

TERCERA. Considerando que el proceso de laborterapia para los internos es trascendental 

para el tratamiento institucional, ya que además de modificar tendencias antisociales y de 

facilitar su inclusión a las actividades productivas en su vida libre, amén de que coadyuva 

a su sostenimiento en prisión; se sirva realizar las acciones necesarias para fortalecer la 

industria penitenciaria y ampliar la capacidad laboral de los Centros de Reclusión. 

 
1 La organización y administración del trabajo en los centros corresponderá en forma inmediata a la Dirección 

General de Prevención y Readaptación Social, a través del Departamento de Industria Penitenciaria 
2     Es un comportamiento deliberado que resulta o puede resultar, en daños físicos o psicológicos a otros seres 

humanos. 

3     Artículo 10. fracción XIII de la Ley de Ejecución de Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad, que a la 

letra dice: ... Seleccionar y capacitar al personal de los centros en todos los niveles, tomando como base su 

aptitud, vocación y antecedentes personales, previamente a la toma de posesión del cargo y durante el 

desempeño del mismo. Para el efecto, podrán establecerse cursos teóricos y prácticos de formación y 

perfeccionamiento, siendo requisito necesario para la obtención del cargo, la aprobación de los exámenes 

respectivos... 
4      Los Directores de los Centros, tendrán a su cargo el gobierno, control y rectoría de la vigilancia y 

administración de los Centros; cuidarán de la aplicación del Reglamento Interno y adoptarán las medidas 

necesarias para el cumplimiento de esta Ley. 
5    Artículo 6. Las Autoridades de los Centros, proveerán lo necesario para evitar que los internos se causen 

perjuicios entre sí, o a sí mismos, impidiendo dentro del establecimiento, la comisión de conductas antisociales 

de carácter patrimonial, sexual o bien aquellos que pongan en peligro la vida y la integridad corporal... 
6    Instrumentos internacionales que según dispone el artículo 133 de nuestra Constitución, son de observancia 

general en el país. 

 

*La Recomendación 33/2007, se emitió al Director General de Prevención y Readaptación Social del Estado de 

México, el 25 de octubre de 2007, por insuficiente protección de personas. Se ha determinado publicar una 

síntesis de la misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 9 y 114 del Reglamento Interno de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el 

expediente respectivo y consta de  130  fojas. 
 


